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PREAMBULO

Padecidos errores en la inserción del citado Real Decreto,
publicado en el «Boletin Oficial del Estado» número 88, de fecha
13 de abril de 1987, a continuación se transcriben ¡as oportunas
rectificaciones:

COMUNIDAD AUTONOMA
VALENCIANA

En la página 11027, segunda columna, articulo 4.0
, apartado h),

donde dice: «que afecten al uso», debe decir: «que se afecten al
uso».

En la página 11029, primera columna, articulo 32, donde dice:
«...de la Ley del Patrimonio...», debe decir: «. ..Ley del Patrimo-
nio...». .

CAPITULO PRIMERO

Objeto y ámbito de la Ley

Articulo 1.0 El objeto de esta Ley es la regulación de la
protección y defensa de los consumidores y usuarios, asf como la
del ejercicio de los derechos a éstos reconocidos, todo eUo en el
ámbIto de la Comunidad Valenciana, dentro del marco de su
competencia y sin perjuicio de la legislaci6n estatal sobre política
general de¡recios y defensa de la competencia.

Art. 2. A los efectos de lo establecido en esta Ley, la
Generalidad, en el ámbito de su jurisdicción y competencia,
garantizará, con medidas eficaces, el ejercicio ~r los consumidores
y usuarios de los derechos en ella reconOCIdos y los que se le
reconozcan en la legislación de ámbito estatal.

Art. 3.0 1. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, es
consumidor o usuario toda persona fisica o jurídica que adquiere,
utiliza o disfruta, como destinatario final, bienes, servicios, activi­
dades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de
quienes los produzcan, vendan, presten o distribuyan.

2. No tendrán la consideración de consumidores y usuarios la
personas fisicas o jurídicas que no se constituyan en destinatari(
finales, sino que adquieran, almacenen, utilicen o disfruten bien.
o servtcios con el fin de inte¡rarlos en la organización o ejercic

se dirigía, al menos en primer término. a conseguir la defensa y
protección del consumidor.

Las perspectivas con que actualmente se \comtemplan los
derechos e intereses de! consumidor ya son sustancialmente distin·
laS, de suerte que se ha consagrado plenamente la inequlvoca
e~encia de dotarles de un tratamiento común y más alto nivel
jundico formal.

En definitiva, se abre paso la idea para el reconocimiento del
carácter público y prioritario que ha de informar la tutela de estos
derechos e intereses, la necesidad de proclamar sus principios
básicos de actuación y el señalamiento de los criterios que han de
presidir las respectivas iniciativas legislativas que, tn cocasiones,
habrán de tener presente la obligada primacía del interés del
consumidor sobre cualquier otro -legitimo, pero subordinado-, con
el que pueda entrar en conflicto dentro del habitual desenvolvi·
miento del mercado de bienes y servicios, cuya dinámica tradicio­
nal se ha visto modificada notablemente por el desarrollo de las
técnicas comerciales y la aparición de estructuras sólidamente
organizadas que evidencian la situación de clara desigualdad en que
se ecuentra el individuo, en cuanto consumidor y usuario.

Refl~o de este cambio de orientación lo representa nuestra
propia Constitución de 1978. En efecto, su articulo 51 compromete
a los Poderes Públicos a garantizar la defensa de los consumidores
y usuarios mediante la. protección de su seguridad, su salud y sus
legítimos intereses económicos, a promover su información y
educación, a fomentar sus organizaciones y a oír a éstas en cuantas
cuestiones les afecten.

No es otra la trayectoria mantenida en el seno de las Comunida­
des Europeas, cuyas Instituciones han sentado en distintas ocasio­
nes los oportunos criterios armonizadores, como fiel trasunto de la
unánime preocupación por la protección e información de quienes
son destinatarios finales del mercado de bienes y serviCiOS, en
situacin de eventual indefensi6n o inferioridad.

La Generalidad no podía permanecer ajena a esta común
sensibilidad, teniendo en cuenta, además, que posee competencia
exclusiva en estas materias, en virtud del artículo 34, apartado 1,
párrafo 5. de la Ley Orgánica 5/1982, de I de julio, del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Valenciana, si bien con respecto a la
politica general y a la legislación sobre la defensa de la competen­
cia, asi como a los principios constitucionales de libertad de
empresa, en el marco de la economía de mercado y de la libre
circulación de bienes en el territorio del Estado.

La presente Ley, por tanto, se dirije a regular la defensa de los
derechos e intereses de los consumidores y usuarios, dentro del
ámbito territorial de nuestra Comunidad, en la esperanza -creemos
que fundada- de que constituya un valioso y eficaz instrumento de
protección jurídica.

De entre los as~s fundamentales de esta norma cabe
destacar la potenciaclón del movimiento asociativo y de autoorga·
nizaci6n de los consumidores, mediante su apoyo técnico y
financiero. el favorecimiento de su educaci6n e información y la
representaci6n. participación y audiencia.; a través de las Asociacio­
nes legalmente articuladas, que se integran en un órgano especial
-Consejo Asesor de Consumo- previsto en la Ley a estos efectoS.

Finalmente, conscientes de que los ataques a los derechos del
consumidor trascienden más allá del simple plano individual y
afectan a los propios intereses generales de la colectividad, la Ley
tampoco puede descuidar el establecimiento de un adecuado
régimen sancionador con el que {JOder otorgar legítima respuesta
jurídica a cuantas conductas ilíettas eludan los mandatos de la
norma.

CORRECClON de erratas del Real Decreto 496/1987.
de 18 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento
de la Ley 23/1982. de 16 de junio. regulaoora del
Patrimonio Nacional.

LEY 2/1987. de 9 de abril. de Esta/uta de Consumido­
res y Usuarios de la Comunidad Valenciana.

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que las. Cortes
Valencianas han aprobado, y yo, de acuerdo con lo establecIdo por
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del Rt:y,
promulgo la siguiente Ley.

La protección del consumidor es materia que viene guardando
evidente relación con buena parte de las disciplinas que conforman
el ordenamiento jurídico. Ciertamente. en normas de variada
naturaleza -civil. mercantil, penal y procesal-, pueden hallarse
declaraciones y cautelas que contribuyen a beneficiar la posición de
los consumidores. Sin embargo, como corresponde. por otra J?W1e,
a la específica procedencia sectorial de aquellas dis¡K?siClones
legales, es frecuente comprobar que el propósito del legIslador no

ANEXO
Relación de Centros públlcoo españoles en el extrlll\lero

l. Enseñanzas Medias
Andorra: Instituto Espadol de Bachillerato.
Parls: Liceo Español.
Tánger: Instituto Politknico Espadol.
Tetuán: Instituto Espadol de Bachillerato «Nuestra Señora del

Pilar».
Tetuán: Instituto Espadol de Formación Profesional «Juan de la

CiervD.
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11. Enseñan= Medias y Educación General Básica
Bogotá: Centro. Educativo y Cultural «Reyes Católicm».
Lisboa: InstitutO Español.
Londres: Centro «Vicente Cañada Blanch».
Roma: Liceo Espadol «Cervantes».
Alhucemas: Instltuto Espadol «Melchor de lovellanos».
Casablanca: Instituto Español «Juan Ramón limén....
Nadar: Instituto Espadol «Lape de Vega».

1II. Edw:ación General Básica

Andorra: Escuelas Espailolas de Andorra la Vella, Canilla. San
1uliá de Loria, Encamp, La Massana, Les Escaldes, Ordino y Pas
de la Casa.

Francia: Colegio Español de la Rue de la Pompe, París. Colegio
Hispano-Francés de Lyon. .

Marruecos: Colegio Español «Ramón y ~""', Tán¡er. Colegio
Español «Jacinto Benavente», Tetuán. Colegio Espadol «Luis
Vives», Larache.

Guinea Ecuatorial Española: Colegios Espadoles de Bata y
Malabo.
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